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EDUCACIÓN / ESTABILIDAD LABORAL / TRASLADO / IUS VARIANDI / ACTO ADMINISTRATIVO / SIN PERJUICIO IRREMEDIABLE / SE REVOCA / NIEGA - Quiere decir lo anterior que sí existió una razón válida y argumentada para ordenar el traslado del señor Erik Méndez Torres, por lo que nos encontramos ante el primer panorama que desvirtuaría la teoría de la “arbitrariedad” mencionada por el Juez de primer grado. 

Ahora, en lo referente al análisis de las situaciones particulares del accionante, quien ha hecho alusión puntualmente a su condición de estudiante universitario, debe decirse que tal circunstancia por sí sola no es una causal para tachar de arbitrario o trasgresor de sus derechos fundamentales; además, por cuanto no es válido acudir a la acción de tutela cuando el cuestionamiento está centrado, como en este caso, en la necesidad de abandonar o interrumpir alguna actividad académica con ocasión del traslado. (Sentencia T-338 de 2013)

(…)

No obstante lo anterior, si en gracia de discusión se pensara en la posibilidad de morigerar los posibles traumatismos académicos que se le llegasen a causar al señor Erik Méndez Torres con la decisión de trasladarlo, y pensar en un amparo transitorio, teniendo en cuenta la altura del semestre en la que nos encontramos, tal protección perdería su sentido si se tiene en cuenta que, de acuerdo con la información suministrada por la Universidad Andina de Pereira (ver folio 132), sede en la cual venía adelantando sus estudios, el actor decidió de forma voluntaria retirarse de dicha institución, e incluso se le devolvió el dinero correspondiente al pago de su matrícula, por lo que proferir una decisión en el sentido que reclama el accionante, carecería completamente de objeto. 

De acuerdo a lo dicho hasta ahora, no se vislumbra en esta instancia que la actuación llevada a cabo por la accionada atente de forma grave e inminente contra los derechos fundamentales del accionante o su familia, o que con tal decisión se le pueda causar un perjuicio irremediable, pues no se evidencia que la misma se haya proferido de forma arbitraria, tampoco se ha demostrado que constituya un riesgo para su integridad, ni se han identificado las razones que tornen en inllevable su traslado.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Coronel JUAN CARLOS NIETO ALDANA, Director de Talento Humano (E) de la Policía Nacional, contra el fallo mediante el cual el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, en providencia del 5 de marzo del año en curso, concedió el amparo de los derechos fundamentales invocados por el señor ERIK MÉNDEZ TORRES.
ANTECEDENTES:
El señor Erik Méndez Torres, por intermedio de apoderado judicial, instauró acción de tutela en contra de la Dirección General de la Policía Nacional, Institución a la cual acusó de vulnerar sus derechos fundamentales a la dignidad humana, educación y estabilidad laboral. Los hechos en los cuales fundamentó su solicitud fueron extraídos por el Juzgado de conocimiento así: 
“1. Erik Méndez Torres, cuenta con 40 años de edad y desde el 1 de septiembre de 2003 presta sus servicios en la Policía Nacional, sin ninguna anotación negativa en su hoja de vida.

2. Laborando en la ciudad de Pereira (Risaralda), Erik Méndez Torres tramitó ante la Policía Nacional, los permisos correspondientes con el fin de iniciar sus estudios de pregrado en la Fundación Universitaria del Área Andina en esa misma localidad, lo cual se hizo efectivo desde el mes de enero a junio de 2015 hasta el periodo académico de julio a diciembre de 2017, cursando las asignaturas correspondientes a seis de los diez semestres que conforman el programa profesional en Derecho.

3. En el mes de enero de 2018, Erik Méndez Torres disfruto de su periodo vacacional, y al reincorporar a sus labores se le notificó el traslado laboral de la ciudad de Pereira a Popayán, otorgándose el término de 10 días para hacerlo efectivo.

4. El 5 de febrero de 2018, Erik Méndez Torres continuaba con sus estudios, cursando séptimo semestre, por lo que había realizado la matrícula financiera por intermedio del ICETEX.

5. Indica el apoderado judicial, que en la ciudad de Popayán no existen seccionales que hagan parte de la Fundación Universitaria del Área Andina y el traslado de materias a otras universidades es imposible.

Inconforme con la situación, por intermedio de apoderado judicial, Erik Méndez Torres, presentó acción de tutela, solicitando se amparen los derechos fundamentales invocados y en consecuencia, se ordene al Ministerio de Defensa - Policía garantizar la estabilidad laboral del demandante en la ciudad de Pereira (Risaralda) con el fin de continuar prestando sus servicios en la institución, cursando sus estudios de pregrado.”
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
El Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación, admitió la demanda tutelar, corrió traslado a la Policía Nacional de Colombia, y vinculó oficiosamente al Ministerio de Defensa Nacional, así como a la Fundación Universitaria del Área Andina. 

Más adelante, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió en providencia fechada el 5 de marzo de 2018, tutelar los derechos fundamentales invocados por el accionante al considerar que los mismos se ven seriamente afectados con la decisión de trasladarlo, ello por cuanto no observó el A quo que en dicha decisión se hayan tenido en cuenta sus especiales condiciones, básicamente el hecho de que en la actualidad esté adelantando sus estudios de educación superior en esta ciudad, y para los cuales tramitó oportunamente los permisos ante la Institución para ejercer tal actividad académica, situación que es una limitante a la potestad del Ius Variandi del empleador, especialmente si se tiene en cuenta que éste debe argumentar su decisión de traslado valorando las condiciones individuales del funcionario.
Sumado a lo anterior, y como quiera que la entidad accionada no ejerció sus derechos de defensa y contradicción en el término concedido por el Despacho para ese fin, se dio aplicación al principio de presunción de veracidad de que trata el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991. En vista de ello, resolvió el A quo, entre otras cosas:  
“PRIMERO: TUTELAR el derecho a la educación vulnerado a Erik Méndez Torres, identificado con cédula No. 89.008.286 expedida en la ciudad de Armenia (Quindío), por las razones que se dejaron expuestas.

SEGUNDO: ORDENAR a la Dirección General de la Policía Nacional de Colombia que en el término de diez (10) días contados a partir de la notificación de esta providencia, realice los trámites administrativos correspondientes con el fin de efectuar el traslado del señor Erik Méndez Torres a la ciudad de Pereira (Risaralda), con el fin de que continúe con los estudios de su carrera universitaria, sin que se afecte la prestación del servicio.”
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
No conforme con la decisión tomada por el Juez de primera instancia, el Coronel Juan Carlos Nieto Aldana, Director de Talento Humano (E) de la Policía Nacional, allegó escrito mediante el cual la impugnó. 
Para fundamentar su discrepancia, se refirió a los actos administrativos que dieron origen al traslado del accionante, y explicó que tal decisión se debió a que el Director de Investigación Criminal e INTERPOL le solicitó al Director de Talento Humano de la Policía Nacional, estudiar la posibilidad de autorizar una propuesta de traslado (Propuesta No. 026), para ajustar procesos al interior de esa Dirección. En atención a ello, el Área de Procedimientos de Personal de la Dirección de Talento Humano realizó la Propuesta de Traslado No. 0142, de acuerdo a las necesidades del servicio, y posteriormente el Proyecto de Traslado No. 0062, que se materializó mediante Orden Administrativa de Personal (OAP) No. 1-016 del 24 de enero de 2018, suscrita por el Director General de la Policía Nacional de Colombia. 
Recordó el recurrente que el traslado del personal uniformado de la Policía Nacional se encuentra regulado en la Ley 1791 de 2000, conforme a las necesidades del servicio, previa coordinación de los Comandantes y Directores de las Distintas Unidades Policiales del País, con la Dirección General de la Policía Nacional, para finalmente materializarse por parte de la Dirección de Talento Humano. Situación que no es diferente en este caso, puesto que el traslado del accionante obedece a movimientos internos habituales y necesarios para cubrir las necesidades de personal en las unidades policiales, así como para oxigenar y renovar el personal policial para garantizar un servicio transparente, imparcial y en igualdad de condiciones en todo el territorio nacional. 
Así mismo, explicó que existen unos procedimientos internos institucionales que permiten en algunos casos especiales, cuando las circunstancias así lo ameriten, realizar la derogación del traslado ordenado, y para ello se debe expedir por parte del respectivo Comando o Dirección de la Unidad Policial, y con la intervención del Comité de Gestión Humana, un concepto sobre la situación específica del funcionario. Sin embargo, puntualizó que el Intendente Erik Méndez Torres no ha presentado ante la Institución ninguna solicitud en ese sentido. 
También recalcó que desde el momento en que una persona decide ingresar a la Policía Nacional, le permite a dicha Institución, teniendo en cuenta la relación especial de sujeción con aquella, cumplir con las disposiciones del mandato constitucional, según el cual, prevalece el interés general sobre el particular. Desde ese punto de vista, los estudios universitarios que dice adelantar el accionante no pueden ser un argumento válido para mantenerlo arraigado en un cargo, pues la oportunidad que tiene de ejercer dicha actividad académica, no puede afectar la efectiva prestación del servicio. Ahora, aunque es necesaria la aprobación y consentimiento del Organismo Policial, para efectos de control, ello no implica un compromiso o un derecho que al funcionario le sea dable exigir. 
Así las cosas, considera el recurrente que el hecho de suspender mediante una acción de tutela el traslado de un servidor público, es abrir una brecha jurídica que le permitiría a todos los policiales de la Institución, con sus particulares problemáticas, proceder por ese mecanismo a evitar los traslados necesarios a los distintos lugares del territorio nacional, entorpeciendo el desenvolvimiento administrativo propio de ese Organismo, máxime cuando la situación invocada por el libelista se asemeja a la de muchos otros policías que tienen apremiantes situaciones familiares y particulares que afrontar, y que aun así deben cumplir los designios Institucionales que le sean asignados. 
Por otro lado, resaltó que la Policía Nacional cuenta con una planta de personal global y flexible, y por ende, goza de autonomía para hacer los movimientos que la necesidad del servicio exija. 
Finalmente, hizo referencia a la improcedencia de la solicitud de amparo constitucional promovida por el señor Erik, toda vez que él tiene a su alcance otros mecanismos de defensa, no sólo en la vía administrativa con la aludida solicitud de traslado por “caso especial”, sino en la judicial por medio de una acción de nulidad y restablecimiento del derecho en la cual se ataque el acto administrativo que ordenó su traslado; ello, atendiendo especialmente que no se acreditó la existencia de un perjuicio irremediable que amerite la intervención del Juez constitucional. 
De conformidad con los argumentos expuestos, solicitó el impugnante que se revoque la decisión de primer nivel, para en su lugar denegar las pretensiones del señor Erik Méndez Torres. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para conocer de esta acción constitucional de conformidad con el Canon 86 de la Constitución Política, en armonía con los artículos 32 del Decreto Legislativo 2591 de 1991 y 1º del Decreto Reglamentario 1382 de 2000. 

Le corresponde determinar a esta Corporación, si la decisión adoptada por el Juzgado de primera instancia se encuentra acorde a derecho, y efectivamente se evidencia de manera inminente la vulneración de los derechos fundamentales del accionante con la decisión de la Policía Nacional de trasladarlo de su actual sitio de trabajo, o si por el contrario hay lugar a revocar el fallo de primer grado por la inexistencia de tal transgresión.    
Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona está facultada para promover acción de tutela ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, para la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Sobre el Ius Variandi y sus límites:

El Ius Variandi es la potestad que tiene el empleador, en uso de su poder de subordinación, de variar las condiciones laborales de sus empleados, en cuanto al modo, cantidad, tiempo y lugar de trabajo. Esta potestad no está simplemente ligada a la relación laboral entre los particulares, sino que también se da en la relación laboral existente entre una persona y una entidad de derecho público, ya que los alcances y límites de éste no se encuentran estatuidos por el tipo de vinculación o la clase de empleador, sino por el reconocimiento que se hace del trabajador como sujeto de derechos. 

Una de las manifestaciones más comunes del Ius Variandi se encuentra en la orden de traslado, bien sea por factor funcional o territorial. Sin embargo, debe observarse que tratándose de una entidad estatal, mediará siempre el interés general y los principios de la función pública que permiten en ciertos casos, tomar determinaciones en forma mucho más expedita, en este tipo de casos, y ya haciendo referencia a aquellas entidades con plantas de personal flexibles, es claro que se permite la adopción de medidas tendientes al buen desarrollo de las funciones de un determinado cargo, quiere ello decir que en este tipo de entidades, el director dispone de una discrecionalidad más amplia al momento de valorar las circunstancias para ordenar un traslado, siempre que ello atienda las necesidades especiales del servicio y no incurra en arbitrariedad, además, porque las circunstancias específicas de la persona y sus condiciones laborales siempre deberán ser considerados al tomar decisiones de esta naturaleza. 
No está por demás decir que la Policía Nacional se encuentra dentro de aquellas que cuentan con una planta de personal global y flexible, lo cual permite que sus funcionarios y empleados puedan ser fácilmente trasladados de un lugar a otro cuando por cuestiones del servicio así se requiera, dejando evidente con ello la potestad discrecional del nominador en cuanto a estos asuntos, sin embargo, dicha facultad encuentra sus límites en los derechos que como trabajadores y personas tienen los empleados de esa Institución. 

Sobre este tópico se ha pronunciado la H. Corte Constitucional reiterativamente, y es así como en la Sentencia T 565 de 2014, expuso: 
“De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, el ius variandi es “una de las manifestaciones del poder de subordinación que ejerce el empleador sobre sus empleados”, que se concreta en la facultad de variar o de modificar las condiciones en las que se realiza la prestación personal del servicio, es decir, las condiciones de modo, tiempo, lugar y cantidad de trabajo. 

Dentro de los aspectos susceptibles de variación a través de esta figura, está el del cambio de lugar de ejecución del contrato laboral el cual debe obedecer a razones objetivas y válidas que lo hagan ineludible o, al menos, justificable. 

En el caso de las entidades que hacen parte del sector público, en particular en aquellas que cuentan con una planta de personal global y flexible, la Corte Constitucional ha señalado que el margen de discrecionalidad con el que cuenta el empleador para ejercer la facultad del ius variandi es más amplio, en la medida en que debe privilegiarse el cumplimiento de la misión institucional que les ha sido encargada sobre los intereses particulares de los afectados, todo con miras a atender de la mejor manera las necesidades del servicio.

Así, ha indicado esta Corporación que “[l]as plantas de carácter global y flexible, facilitan movimiento de personal con miras a garantizar el cumplimiento de los fines del Estado y en virtud de ellas,  les asiste a las entidades un mayor grado de discrecionalidad para ordenar las reubicaciones territoriales de trabajadores cuando así lo demande la necesidad del servicio, lo cual no riñe en sí mismo con preceptos superiores.” 
Sobre la procedencia de la tutela para controvertir las decisiones referentes a traslados de personal:
El numeral 1º del artículo 6 del Decreto 2591, establece como una de las causales de improcedencia de la acción de tutela la existencia de otros mecanismos de defensa judicial por medio de los cuales el accionante pueda buscar la protección de sus derechos, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
Dentro del anterior supuesto, se pueden ubicar las decisiones de un empleador, y más concretamente de la administración pública, en lo que tiene que ver con el traslado de un trabajador de una ciudad a otra, puesto que en contra de las mismas pueden ser ejercidos otros mecanismos de control en la vía jurisdiccional, como es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. 

Sin embargo, ha dicho la Corte Constitucional que es posible, de manera excepcional, atacar este tipo de actos administrativos por la vía constitucional siempre y cuando con la decisión de la administración se vean vulnerados o amenazados derechos fundamentales del trabajador o su núcleo familiar, y que además se evidencie la arbitrariedad o capricho en esa disposición; por ejemplo, en la sentencia T-175 de 2016 expuso esa Alta Corporación:
“Al respecto y con el propósito de proteger los derechos fundamentales de los trabajadores, la Corte ha establecido algunas reglas, en las cuales procede la acción de tutela:

 

“(…) la procedencia de la acción solo opera cuando el acto (i) sea ostensiblemente arbitrario, es decir, carezca de fundamento alguno en su expedición, (ii) fuere adoptado en forma intempestiva y (iii) afecte en forma clara, grave y directa los derechos fundamentales del actor o de su núcleo familiar. Ahora bien, esto último puede darse de diversas formas, como cuando el traslado genera serios problemas de salud, “especialmente porque en la localidad de destino no existan condiciones para brindarle el cuidado médico requerido”, cuando pone en peligro la vida o la integridad del servidor o de su familia, o en aquellos eventos donde la ruptura del núcleo familiar va más allá de una simple separación transitoria y es originada en factores distintos al traslado o a circunstancias superables (T-965 de 2000, T-1498 de 2000 y T-346 de 2001). Solamente en estos eventos queda autorizada la intervención mediante tutela: lo contrario significa una intromisión ilegítima en la competencia del juez administrativo.” [21] 

 

Siguiendo la jurisprudencia desarrollada por la Corte, en Sentencia T-825 de 2003 señaló que:

 
“(…) la procedencia de la tutela para impugnar una orden de traslado depende de la existencia de elementos que demuestren que el cambio de sede compromete en forma grave los derechos del trabajador o de su núcleo familiar. En este sentido, no toda implicación de orden familiar y económico del trabajador causada por el traslado tiene relevancia constitucional para determinar la procedencia del amparo, pues de lo contrario “en la práctica se haría imposible la reubicación de los funcionarios de acuerdo con las necesidades y objetivos de la entidad empleadora”. 

Del caso concreto. 

Con el presente asunto pretendió el apoderado judicial del señor Erik Méndez Torres, que a través de este mecanismo especial y expedito se dejara sin efectos el acto administrativo por medio del cual se ordenó el traslado desde su lugar de trabajo en esta ciudad, hacia la de Popayán, Cauca; para lo cual aludió que con tal disposición se desconocieron las circunstancias particulares que envuelven a su representado, y que deberían implicar una estabilidad laboral en lo referente al territorio en el cual continúe desarrollando su labor como Funcionario de la Policía Nacional, refiriéndose concretamente al hecho de que en la actualidad se encuentra cursando una carrera universitaria en una institución que no cuenta con ninguna sede en el lugar al cual fue trasladado.     
Al respecto, consideró el Juez de conocimiento, después de realizar el análisis del caso concreto, que le asistía razón al letrado accionante en sus dichos, toda vez que no se demostró durante el trámite de primera instancia que la decisión tomada por el Superior del Organismo Policial de trasladar al señor Méndez Torres, estuviera precedido de ningún tipo de motivación o justificación, por lo que a su parecer, se hacía no sólo viable, sino fundamental la intervención de la judicatura para conjurar la trasgresión de los derechos invocados, máxime cuando al no haberse ejercido los derechos de defensa y contradicción por parte de la accionada, sólo quedaba acogerse a la presunción de veracidad de que habla el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991. 
Desde ese punto de vista, aunque es claro que para efectos de tomar la decisión el A quo sólo tuvo la oportunidad de analizar los elementos fácticos traídos a colación por la parte accionante, esta Corporación deberá anunciar a partir de este momento su apartamiento de la tesis esbozada por el togado de primera instancia, ello por cuanto de la información obrante en el dossier, y más concretamente la allegada con el escrito de impugnación, se desprende que no están dados los presupuestos excepcionales que permitirían la intervención del Juez constitucional para dejar sin efectos el acto administrativo por medio del cual se ordenó el traslado del señor Erik Méndez Torres, como pasa a explicarse: 

Sea lo primero partir de la regla general, según la cual, la acción de tutela no procede como mecanismo para debatir actos administrativos expedidos por los diferentes organismos estatales, máxime si se habla de órdenes de traslado proferidas en aquellas Instituciones públicas que cuentan con plantas de personal global y flexible, toda vez que como ya se explicó, existe en esos eventos una amplia potestad en cabeza del empleador para modificar los entornos o circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que se presta el servicio, lo que ha sido denominado como el “Ius Variandi”. 
Ahora, como se decantó en párrafos anteriores, existen algunas excepciones a dicha facultad, mismas que tornarían en viable la acción de tutela, puntualmente si se logra demostrar que la decisión de traslado: 1. Fue arbitraria; 2. Fue intempestiva; o 3. Afecta en forma clara, grave y directa los derechos fundamentales del actor o de su núcleo familiar. 
En este asunto, se consideró inicialmente por parte del A quo que la decisión del empleador había sido arbitraria, porque más allá de la Orden Administrativa de Personal mediante la cual se materializó la resolución de traslado, no se había brindado ningún tipo de argumento que justificara por qué se realizaría el aludido movimiento de sede para la prestación del servicio, aunado a lo cual, se habían dejado de valorar, como ya se dijo, su situación particular de estudiante universitario. 

No obstante lo anterior, esta Sala tuvo la oportunidad de conocer, ya en sede de segunda instancia, que la mencionada Orden Administrativa sí estuvo precedida de otro tipo de actuaciones adecuadas al conducto regular dispuesto para este tipo de decisión; así, el estudio sobre la viabilidad de realizar una serie de movimientos a nivel nacional tuvo su origen en la solicitud que para ese efecto realizara el Director de Investigación Criminal e INTERPOL, BG. General Jorge Luis Vargas Valencia, quien puso en conocimiento de la Dirección de Talento Humano de esa Institución, la necesidad de realizar unos ajustes al interior de la misma, petición que motivó la realización de la Propuesta de Traslado No. 026 (ver folios 227 y 228), con la cual inicialmente se estableció la desvinculación del señor Erik Méndez Torres del Grupo 3 Regional de Investigación Judicial, invocando para ello la “necesidad del servicio”. 

Posteriormente se expidió la Propuesta de Traslado No. 142 (folios 229 al 231), donde se incluye el traslado del accionante de la Unidad DIJIN para la Unidad MEPOY, suscrita por el Jefe del Grupo de Traslados de la Policía Nacional, el Director de Talento Humano y el Jefe del Área de Procedimientos de Personal, sustentado igual que la propuesta anterior en la “necesidad del servicio”. 
Quiere decir lo anterior que sí existió una razón válida y argumentada para ordenar el traslado del señor Erik Méndez Torres, por lo que nos encontramos ante el primer panorama que desvirtuaría la teoría de la “arbitrariedad” mencionada por el Juez de primer grado. 

Ahora, en lo referente al análisis de las situaciones particulares del accionante, quien ha hecho alusión puntualmente a su condición de estudiante universitario, debe decirse que tal circunstancia por sí sola no es una causal para tachar de arbitrario o trasgresor de sus derechos fundamentales; además, por cuanto no es válido acudir a la acción de tutela cuando el cuestionamiento está centrado, como en este caso, en la necesidad de abandonar o interrumpir alguna actividad académica con ocasión del traslado. Así lo ha precisado reiteradamente el Órgano de Cierre Constitucional:
“Sin embargo, esta Corporación ha negó el amparo constitucional frente a los traslados en los siguientes casos:  

“(…) cuando el afectado argumente el desmejoramiento de las condiciones materiales o de la infraestructura de trabajo
; alegue la vulneración del derecho a la educación porque deba abandonar estudios
; o, aduzca una desmejora relativa de sus condiciones económicas por un aumento de los gastos necesarios para trasladarse a la localidad de destino
. En estos casos, la Corte ha entendido que si para cada traslado las autoridades tienen que tener en cuenta la totalidad de las circunstancias de orden familiar y económico que debe afrontar el trabajador “la inmovilidad y paquidermia de la institución la harían fracasar en el cumplimiento de sus objetivos”.”

No obstante, no sobra añadir que el hecho de que no proceda el amparo constitucional no significa que la persona afectada no pueda acudir a otro medio de defensa judicial en virtud del cual tenga la oportunidad de demostrar, ante el juez competente, la arbitrariedad del acto de traslado y la consecuente reparación del daño infligido.” 

En conclusión, la procedencia de la acción constitucional para revocar una orden de traslado es excepcional y es viable si: (i) las razones del traslado son ostensiblemente arbitrarias (que no se tenga en cuenta la situación particular del trabajador); (ii) el traslado afecte de forma clara, grave y directa los derechos fundamentales del accionante y su núcleo familiar; y/o desmejora las condiciones del trabajador.
” 
No obstante lo anterior, si en gracia de discusión se pensara en la posibilidad de morigerar los posibles traumatismos académicos que se le llegasen a causar al señor Erik Méndez Torres con la decisión de trasladarlo, y pensar en un amparo transitorio, teniendo en cuenta la altura del semestre en la que nos encontramos, tal protección perdería su sentido si se tiene en cuenta que, de acuerdo con la información suministrada por la Universidad Andina de Pereira (ver folio 132), sede en la cual venía adelantando sus estudios, el actor decidió de forma voluntaria retirarse de dicha institución, e incluso se le devolvió el dinero correspondiente al pago de su matrícula, por lo que proferir una decisión en el sentido que reclama el accionante, carecería completamente de objeto. 
De acuerdo a lo dicho hasta ahora, no se vislumbra en esta instancia que la actuación llevada a cabo por la accionada atente de forma grave e inminente contra los derechos fundamentales del accionante o su familia, o que con tal decisión se le pueda causar un perjuicio irremediable, pues no se evidencia que la misma se haya proferido de forma arbitraria, tampoco se ha demostrado que constituya un riesgo para su integridad, ni se han identificado las razones que tornen en inllevable su traslado. 
Con base en las anteriores consideraciones, y teniendo en cuenta que el señor Erik Méndez Torres se encuentra vinculado a la Institución como parte de una planta de personal global y flexible, donde la estabilidad territorial para la prestación del servicio por parte de los trabajadores es menor, y donde los empleados saben desde que ingresan a prestar allí sus servicios, que en el transcurso de su vida laboral podrán ser trasladados en diversas oportunidades por necesidad del servicio, encuentra la Colegiatura que la resolución por medio de la cual se ordenó el traslado del accionante se encuentra ajustada a las normas legales y que el mismo no se dio de una manera intempestiva y sin motivación, ya que la resolución cuestionada no hace referencia exclusiva al actor, pues en ella el Director General de la Policía Nacional ordena el traslado de otros funcionarios de diversas Unidades Policiales, y de acuerdo al análisis que para ese fin realizó la Dirección de Talento Humano de ese Organismo. Es así, como la Sala no avizora la vulneración de los derechos fundamentales del señor Erik Méndez Torres, por cuanto ya se vio, su traslado se dio acorde a las normas legales que rigen ese tipo de decisiones. 
En estas precisas condiciones, ha quedado establecido que el accionante no acreditó el cumplimiento de los requisitos jurisprudenciales para que sea a través de este mecanismo constitucional donde se resuelva su solicitud de dejar sin efectos el acto administrativo en cuestión, ello por cuanto como se dijo en párrafos anteriores, debe quedar evidenciado el riesgo de que sin la intervención del Juez de tutela el accionante pueda sufrir un perjuicio irremediable, y de esta manera obviar el requisito de la subsidiariedad de la acción de tutela, de manera que la única alternativa que le queda al señor Méndez Torres, es acudir a los mecanismos ordinarios de defensa previstos en la vía administrativa, con una “solicitud de traslado por caso especial” o en la vía jurisdiccional, como sería una acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante el Juez contencioso administrativo, pues lo que se concluye en esta instancia es que la presente acción de tutela es improcedente para los fines perseguidos por el libelista. 
En conclusión, la decisión del Juez A-quo habrá de revocarse por no evidenciarse que en el presente asunto se afecten de manera cierta derechos fundamentales del actor o su familia, y en su lugar habrá de decirse que, toda vez que la decisión de la Dirección General de la Policía Nacional de ordenar el traslado del accionante se dio en uso de sus facultades legales y con suficiente motivación para hacer uso del Ius Variandi, la presente acción se torna en improcedente por cuanto el actor puede, como ya se dijo, acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo para atacar la resolución que ordenó su traslado, ello mediante una acción de nulidad y restablecimiento del derecho.
Como anotación final, se reitera que el Juez de instancia basó su decisión en lo que tuvo a su disposición en el momento para el debate probatorio, es decir que sólo hasta ahora se presta la entidad a hacer un pronunciamiento frente a los hechos demandados, por lo tanto se le debe exhortar al demandado para que en lo sucesivo procure hacerse partícipe de los debates en los términos que le sean concedidos para ese fin, y de esta manera evitar que ante su indiferencia los jueces tomen decisiones que después los involucren o afecten, y tengan que usar el mecanismo de la impugnación para subsanar esas omisiones, haciendo más extensos los trámites procesales y desgastando el aparato judicial. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE:
PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, en cuanto fue materia de impugnación; y en su lugar DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela instaurada por el apoderado judicial del señor ERIK MÉNDEZ TORRES, ello de conformidad con las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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� En Sentencia T-965 de 2000, la Corte negó el amparo de los derechos fundamentales de una Auxiliar Judicial de la Fiscalía, quien afirmó que su traslado fue arbitrario, ya que  no obedeció a la necesidad de mejorar la prestación del servicio, y que con dicho traslado se desmejoraría sus condiciones económicas y personales, pues implicaría unos gastos adicionales que afectarían sus ingresos. Por otra parte, se encuentra realizando estudios de derecho en la jornada nocturna en la Universidad de Boyacá y el traslado ordenado significaría la imposibilidad de continuar con sus estudios. Asimismo, indica que tiene un hijo menor de 6 años que estudia en Tunja. Por lo tanto acude a la tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. la Sala señaló que “la desmejora de los ingresos económicos del trabajador, dados los gastos adicionales que debe sufragar al ser trasladada a un municipio distinto de aquel en el cual habita, no es razón suficiente para la procedencia de la tutela. En primer lugar, no puede afirmarse que existe una vulneración del derecho al trabajo, por cuanto las condiciones laborales de la actora no se han desmejorado. En efecto, de una parte, el cargo al cual es trasladada es de igual categoría a la que venía desempeñando en el municipio de Combita y, de otra, no existe detrimento de su situación profesional ni salarial. Adicionalmente, la Sala no cuenta con elementos suficientes para establecer si el mencionado traslado la obligaría a incurrir en gastos que impliquen una afectación de su mínimo vital. A este respecto, cabe recordar que las decisiones de traslado de la administración no pueden estar condicionadas por las conveniencias de tipo personal de cada uno de los funcionarios, salvo que se trate de casos excepcionales como los que fueron mencionados en el fundamento anterior de esta providencia. En consecuencia, será el juez contencioso administrativo – y no el juez constitucional – el encargado de verificar la legalidad de la actuación administrativa y de reparar el daño patrimonial eventualmente producido”. Frente al hecho que la accionante abandone sus estudios esto “no significa que la Fiscalía esté vulnerando su derecho a la educación. Como lo ha establecido esta Corporación, no puede afirmarse que se vulnera el derecho a la educación, cuando un empleado que pertenece a una entidad que tiene una planta de personal global y flexible, es trasladado por razones del servicio, a otra localidad. En este caso, a la actora le queda la vía contencioso administrativa para alegar la arbitrariedad del acto de traslado y la consecuente reparación del daño causado por el abandono de sus estudios”.
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